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Honorable señor presidente:

Pláceme saludarle, remitimos" PROYECTO DE LEY PARA LA INCLUSIÓN DE

LA LENGUA DE SEÑAS EN LA EDUCACIÓN SUPERIOR Y LA GARANTÍA
DE INTÉRPRETES EN INSTITUCIONES DE EDUCACIÓN SUPERIOR" A los

fines de que sea reintroducido en la agenda de la próxima sesión del pleno de la cámara

de Diputados de la República Dominicana para producir el trámite legislativo
correspondiente.

Agradeciendo su atención a esta solicitud, se despide.

Cordiolmente,

t>íDÍp.

Mima López
DIPUTADA

PAOV SAWTIA&O, PAM.

Congreso Nacional, Centro de los Héroes, Santo Domingo, República Dominicana



Cámara de Diputados de la República Dominicana

PROYECTO DE LEY PARA LA INCLUSIÓN DE LA LENGUA DE SEÑAS EN LA

EDUCACIÓN SUPERIOR Y LA GARANTÍA DE INTÉRPRETES EN
INSTITUCIONES DE EDUCACIÓN SUPERIOR.

Considerando: Que la Constitución de la República, en su Artículo 7, establece que: “la

República Dominicana es un Estado Social y Democrático de Derecho, organizado en forma

de República unitaria, fundado en el respeto de la dignidad humana, los derechos

fundamentales, el trabajo, la soberanía popular y la separación e independencia de los poderes
públicos.

Considerando: Que la Constitución de la República, en su Artículo 8, establece que: “fe

función esencial del Estado, la protección efectiva de los derechos de la persona, el respeto de

su dignidad y la obtención de los medios que le permitan perfeccionarse de forma igualitaria,
equitativa y progresiva, dentro de un marco de libertad individual y de justicia social,

compatibles con el orden público, el bienestar general y los derechos de todos y todas. ”

Considerando: Que la Constitución de la República, en su Artículo 39, establece el derecho a

la igualdad, señalando que: “el Estado promoverá, protegerá y asegurará el goce de todos los

derechos humanos y libertades fundamentales de las personas con discapacidad, en
condiciones de igualdad, asi como el ejercicio pleno y autónomo de sus capacidades. El Estado

adoptará las medidas positivas necesarias para propiciar su integración familiar,
comunitaria, social, laboral, económica, cultural y política. ”

Considerando: Que la Constitución de la República, en su Artículo 63, establece el derecho a

la educación, señalando que: Toda persona tiene derecho a una educación integral, de calidad,

permanente, en igualdad de condiciones y oportunidades, sin más limitaciones que las

derivadas de sus aptitudes, vocación y aspiraciones.

Considerando: Que la Declaración Universal de Derecho Humanos, establece en su artículo

26 que: Toda persona tiene derecho a la educación. La educación debe ser gratuita, al menos
en lo concerniente a la instrucción elemental y fundamental. La instrucción elemental será

obligatoria.

Considerando: Que la Ley Orgánica No. 05-13 sobre Igualdad de Derechos de las Personas

con Discapacidad, determina en su Artículo 1 que: "ampara y garantiza la igualdad de

derechos y la equiparación de oportunidades a todas las personas con discapacidad y regula

las personas morales, sin fines de lucro, cuyo objeto social sea trabajar para mejorar la

calidad de vida de las personas con discapacidad".

Considerando: Que el derecho a la educación y a la formación profesional es un derecho

fundamental de todos los ciudadanos, sin discriminación por condición sensorial, tal como lo



consagra la Constitución de la República Dominicana, la Ley General de Educación No. 66-

97, la Ley 5-13 sobre Discapacidad y la Ley No. 43-23, que reconoce la lengua de señas como
lengua oficial del país.

Considerando: Que la Ley Núm. 43-23, promulgada en 2023, reconoce la lengua de señas

como lengua oficial de la República Dominicana, y establece el compromiso del Estado de
promover su uso en diversos ámbitos, incluyendo la educación superior.

Considerando: Que, a pesar de este reconocimiento legal, persisten barreras significativas para

la plena inclusión de las personas sordas en el sistema de educación superior, debido a la
limitada disponibilidad de intérpretes de lengua de señas, la falta de formación docente

inclusiva y la carencia de políticas institucionales adaptadas.

Considerando: Que la Asociación Nacional de Sordos de la República Dominicana

(ANSORDO) ha denunciado que el costo de los intérpretes de lengua de señas oscila entre

RD$20,000 y RD$40,000 mensuales, lo que representa una carga económica inasequible para
muchos estudiantes sordos y sus familias, limitando su derecho a la educación en condiciones

de igualdad.

Considerando: Que garantizar la accesibilidad comunicacional es una condición esencial para

el ejercicio del derecho a la educación, conforme a los principios de igualdad de oportunidades,

no discriminación y equidad consagrados en la Constitución de la República Dominicana y los
instrumentos internacionales de derechos humanos ratificados por el Estado dominicano.

Considerando: Que garantizar la inclusión efectiva de las personas sordas en la formación

técnica y profesional no solo es un acto de justicia social, sino también una inversión en el

desarrollo humano, económico y productivo del país.

Considerando: Que la Constitución de la República Dominicana, proclamada el 13 de junio

de 2015, establece las bases esenciales para la organización y funcionamiento de la
Administración Pública.

Considerando: Que la Administración Pública, según el artículo 138 de la Constitución

dominicana, está sujeta en su actuación a los principios de eficacia, jerarquía, objetividad y
coordinación, entre otros, siempre con pleno sometimiento al ordenamiento jurídico.

Considerando: Que la Ley núm. 247-12, Orgánica de la Administración Pública, dispone en
su artículo 12 que entre los principios fundamentales que rigen el funcionamiento de la
Administración Pública se encuentran los de unidad, coordinación, colaboración, eficacia y
eficiencia de la actividad administrativa.

Considerando: Que es el rol del diputado representar fielmente los intereses de la comunidad

dominicana que los eligió mediante el voto soberano.

Vista: La Constitución de la República Dominicana;

Vista: La Declaración Lfniversal de los Derechos Humanos de la Organización de las Naciones
Unidas, del año 1948;

Vista: La Ley No. 01-12 sobre la Estrategia Nacional de Desarrollo 2020-2030;



Vista: El Decreto No. 134-14, del 15 de abril de 2014, que dicta el Reglamento de Aplicación

de la Ley Orgánica 1-12 que establece la Estrategia Nacional de Desarrollo de la República
Dominicana 2030.

Vista: La ley 42-01 General de Salud, del 8 de marzo de 2001;

Vista: La ley 66-97 General De Educación del 1997;

Vista: La Ley No. 05-13 sobre Discapacidad en la República Dominicana y su Reglamento de

Aplicación mediante Decreto No. 363-16:

Vista: La ley 136-03 que crea el Código para el Sistema de Protección y los Derechos

Fundamentales de Niños, Niñas y Adolescentes;

Vista: La ley 87-01 que crea el Sistema Dominicano de Seguridad Social;

Vista: La ley 123-15, de fecha 16 de julio de 2015. que crea el Servicio Nacional de Salud;

Vista: La Ley No. 498-06, del 19 de diciembre de 2006, de Planificación e Inversión Pública.

Vista: La Ley Núm. 43-23, que reconoce la lengua de señas como lengua oficial.

Vista: La Ley de Educación Superior, Ciencia y Tecnología Núm. 139-01.

Vista: El Decreto No. 493-07, del 30 de agosto de 2007, que dicta el Reglamento de Aplicación

No. 1 para la Ley 498-06 de Planificación e Inversión Pública.

Vista: La Ley Orgánica No. 247-12, del 14 de agosto de 2012, de la Administración Pública.

Visto: El Decreto No. 252-15, del 7 de septiembre del 2015, que establece el Reglamento

General de la Administración Pública en aplicación de la Ley Orgánica de la Administración
Pública No. 247- 12.

Visto: El Reglamento de la Cámara de Diputados.

HA DADO LA SIGUIENTE LEY

ARTÍCULO 1. OBJETO DE LA LEY. La presente ley tiene por objeto garantizar la

inclusión efectiva de las personas sordas en las instituciones de educación superior de la

República Dominicana, mediante la provisión de intérpretes de lengua de señas, la formación

en lengua de señas del personal docente y administrativo, y la implementación de políticas
institucionales inclusivas.

ARTÍCULO 2. OBLIGACIONES DE LAS INSTITUCIONES DE EDUCACIÓN

SUPERIOR. Todas las instituciones de educación superior, públicas y privadas, deberán:

a) Contratar intérpretes de lengua de señas debidamente acreditados por el Consejo Nacional

de Discapacidad (CONADIS), para garantizar la accesibilidad comunicacional de los

estudiantes sordos en todas sus actividades académicas.



b) Incluir en su oferta académica asignaturas relacionadas con la lengua de señas dominicana
y la cultura sorda, como parte de su currículo regular,
c) Capacitar de manera progresiva y permanente a su personal docente y administrativo en
lengua de señas dominicana y en estrategias pedagógicas inclusivas, con el objetivo de crear
entornos de aprendizaje accesibles y equitativos.

ARTICULO 3. FINANCIAMIENTO Y RECURSOS. El Estado, a través del Ministerio de

Educación Superior, Ciencia y Tecnología (MESCyT) y en coordinación con el CONADIS,

garantizará la disponibilidad de los recursos necesarios para:

a) Subvencionar total o parcialmente los costos de contratación de intérpretes de lengua de
señas en las instituciones de educación superior que demuestren limitaciones presupuestarias
para cubrir este servicio,

b) Implementar programas nacionales de formación, certificación y actualización de intérpretes
de lengua de señas, en alianza con instituciones de educación superior, asociaciones de
personas sordas y centros de formación especializados,
c) Promover proyectos de investigación y desarrollo sobre accesibilidad comunicacional y
estrategias inclusivas en la educación superior.

ARTÍCULO 4. SUPERVISIÓN Y EVALUACIÓN. El Consejo Nacional de Discapacidad

(CONADIS) será responsable de:

a) Supervisar y monitorear el cumplimiento de las disposiciones de la presente ley en todas las

instituciones de educación superior,
b) Evaluar periódicamente la calidad y pertinencia de los servicios de interpretación de lengua
de señas y las políticas inclusivas implementadas por las instituciones,

c) Emitir un informe anual sobre la inclusión de las personas sordas en la educación superior,
el cual deberá ser remitido al Congreso Nacional y publicado para conocimiento de la
ciudadanía.

DISPOSICIONES FINALES

Artículo 5. Entrada en Vigencia. La presente ley entrará en vigor a los sesenta (60) días de

su publicación en la Gaceta Oficial.

Artículo 6. Reglamento. El Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Educación Superior,
Ciencia y Tecnología (MESCyT) y el CONADIS, dictará en un plazo no mayor de noventa

(90) días a partir de la promulgación de esta ley los reglamentos y disposiciones

complementarias necesarias para su ejecución.

Dra. Mima López

Proponente

Diputado Provincia Santiago IT» ^ -f

Mima López
OfUUf •


